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de un precepto legal que no afecta a los contenidos
típicos del art. 24.1 CE o a otros derechos fundamen-
tales, tan sólo podrá considerarse que la resolución judi-
cial impugnada vulnera el derecho a la tutela judicial
efectiva cuando el razonamiento que la funda incurra
en tal grado de arbitrariedad, irrazonabilidad o error que,
por su evidencia y contenido, sean tan manifiestos y
graves que para cualquier observador resulte patente
que la resolución de hecho carece de toda motivación
o razonamiento. En estos casos, ciertamente excepcio-
nales, la aparente contradicción con la mentada premisa
no existe, puesto que, como queda dicho, la falta de
motivación y de razonamiento constituye uno de los con-
tenidos típicos del art. 24.1 CE. Es cierto que, en puridad
lógica, no es lo mismo ausencia de motivación y razo-
namiento que por su grado de arbitrariedad o irrazo-
nabilidad debe tenerse por inexistente; pero también es
cierto que este Tribunal incurriría en exceso de forma-
lismo si admitiese como decisiones motivadas y razo-
nadas aquéllas que, a primera vista y sin necesidad de
mayor esfuerzo intelectual y argumental, se comprueba
que parten de premisas inexistentes o patentemente
erróneas o siguen un desarrollo argumental que incurre
en quiebras lógicas de tal magnitud que las conclusiones
alcanzadas no pueden considerarse basadas en ninguna
de las razones aducidas. A partir de estas premisas debe-
mos, pues, resolver el caso aquí enjuiciado.»

Pues bien, la ahora recurrente, con la finalidad de
enervar la acción de desahucio, realizó tres consigna-
ciones: el 20 de marzo de 1997, al contestar a la deman-
da, consignó la cantidad de 51.086 pesetas, que expre-
samente imputó a los meses de septiembre de 1996
a marzo de 1997; el 26 de junio de 1997 consignó
la suma de 21.894 pesetas, que igualmente, de forma
expresa, imputó a los meses de abril, mayo y junio de
1997; finalmente, el 24 de octubre de 1997 consignó
la cifra de 36.490 pesetas, manifestando, asimismo, de
modo expreso que esta cantidad se refería a los meses
de julio a noviembre de 1997.

Por ello, con independencia de que la demandante
de amparo tuviera presente para consignar la renta
actualizada de 7.298 pesetas, lo cierto es que, a la fecha
de celebración del juicio, las cantidades consignadas has-
ta ese momento no incluían la consignación correspon-
diente al mes de julio, pues la propia arrendataria deman-
dada, en la consignación efectuada el 24 de octubre
de 1997, expresamente manifestó que las cantidades
que fueron objeto de consignación en esa fecha estaban
referidas, entre otros, al mes de julio de 1997. En con-
secuencia, si atendidas las propias manifestaciones de
la demandada, a la fecha del 17 de julio de 1997, no
estaba consignada la renta del mes de julio, hecho que
se deduce de la propia voluntad declarada de la persona
que realiza las consignaciones, fácilmente se colige que
el criterio seguido por la Sentencia recurrida constituye
una decisión que parte de una aplicación de la legalidad
ordinaria y de una apreciación de los hechos enjuiciados
que, como hemos dicho, corresponde en exclusiva a los
órganos judiciales [art. 117.3 CE y art. 44.1 b) LOTC],
por lo que no puede ser revisada por este Tribunal al
no ser el recurso de amparo una nueva instancia judicial.
Nos hallamos, en definitiva, ante una resolución que,
en los términos expuestos, no puede tildarse de arbitraria
ni de manifiestamente irrazonable y que está suficien-
temente motivada, por lo que satisface plenamente el
derecho de la recurrente a la tutela judicial efectiva y
a un proceso con todas las garantías, en la medida en
que ha obtenido de los órganos judiciales una respuesta

fundada en Derecho y congruente a sus pretensiones
tras seguirse un proceso en las dos instancias en el que
ha intervenido, ha sido oída y ha podido articular todos
los medios de defensa y de prueba que tuvo por con-
veniente (STC 148/1994, de 12 de mayo, por todas).

Finalmente, por lo que se refiere a la denuncia del
error en la apreciación de la valoración de las cantidades
consignadas, hemos de recordar que, como dijimos en
la STC 55/2001, de 26 de febrero, FJ 4, normalmente
hemos referido la figura del error patente a aspectos
de carácter fáctico. Y así, se ha aludido a ella como
«indebida apreciación de datos de la realidad condicio-
nantes de la resolución adoptada» (STC 68/1998, de
30 de marzo), o, de modo similar, se ha relacionado
«con la determinación de los hechos objeto del juicio
o con la determinación y relación del material de hecho
sobre el que se asienta la decisión» (STC 112/1998,
de 1 de junio), aplicándose también a un «dato fáctico
indebidamente declarado como cierto» (STC 100/1999,
de 31 de mayo). Es claro que no es éste el error imputado
a la Sentencia recurrida en amparo. El error que la
recurrente denuncia se refiere al producido en la inter-
pretación de la norma, cuya relevancia constitucional
sólo puede establecerse con fundamento en los cánones
de arbitrariedad o irrazonabilidad que ya han quedado
señalados.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de noviembre de dos
mil uno.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo
García Manzano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia
Casas Baamonde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto Gar-
cía-Calvo y Montiel.—Firmado y rubricado.

24621 Sala Primera. Sentencia 229/2001, de 26 de
noviembre de 2001. Recurso de ampa-
ro 1632/99. Promovido por don Francisco
Soler Valero frente a la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, que desestimó
su demanda por liquidación del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas
de 1984.
Supuesta vulneración del derecho a la igual-
dad en la aplicación de la ley y vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva (Sen-
tencia fundada en Derecho): Sentencia con-
tencioso-administrativa distinta a la dictada
antes, al resolver un recurso idéntico presen-
tado por la misma persona, no justificada
(STC 150/2001).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, don Fernando Garri-
do Falla, doña María Emilia Casas Baamonde, don Javier



BOE núm. 310. Suplemento Jueves 27 diciembre 2001 29

Delgado Barrio y don Roberto García-Calvo y Montiel,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1632/99, promovido
por don Francisco Soler Valero, representado por el Pro-
curador de los Tribunales don Rafael Gamarra Megías
y asistido por el Abogado don Mariano Sáenz de Cen-
zano, contra la Sentencia dictada el 25 de febrero de
1999 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sección Quinta),
en el recurso contencioso-administrativo núm. 3054/95,
interpuesto frente a Resolución del Tribunal Económi-
co-Administrativo Regional de Madrid de 6 de julio de
1995, que desestimó la reclamación del recurrente con-
tra providencia de apremio sobre descubierto de liqui-
dación del Impuesto sobre la renta de las personas físicas
correspondiente al año 1984. Han intervenido el Minis-
terio Fiscal y el Abogado del Estado. Ha sido Ponente
el Magistrado don Fernando Garrido Falla, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 17 de abril de 1999, el Procurador de los Tribunales
don Rafael Gamarra Megías, en nombre y representación
de don Francisco Soler Valero, formuló demanda de
amparo contra la Sentencia reseñada en el encabe-
zamiento.

2. Los hechos de que trae causa la demanda de
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) La Agencia Estatal de la Administración Tribu-
taria, Delegación de Madrid, expidió providencia de apre-
mio contra el recurrente por impago de la liquidación
tributaria núm. 87-5003778-4/0, correspondiente al
Impuesto sobre la renta de las personas físicas del ejer-
cicio 1984, por importe de 1.537.172 pesetas, incluído
el recargo de apremio.

b) Interpuesto recurso de reposición y desestimado
éste por Acuerdo de 8 de febrero de 1992, notificado
el 3 de febrero de 1993, se presentó por el recurrente
reclamación ante el Tribunal Económico-Administrativo
Regional de Madrid (núm. 2512/93), quien la desestimó
mediante Resolución de 6 de julio de 1995.

c) Contra dicha Resolución el ahora demandante de
amparo interpuso recurso contencioso-administrativo
que, sustanciado con el núm. 3054/95 ante la Sección
Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, fue desestimado
mediante Sentencia de 25 de febrero de 1999. En su
recurso el actor alegaba que la providencia de apremio
era nula por falta de notificación, al ser erróneo el número
del domicilio que constaba en la misma y, además, al
haber sido firmadas las actas de conformidad de las
que trae causa la providencia de apremio por persona
que no ostenta la representación del sujeto pasivo del
impuesto, ya que solo estaba autorizado para compa-
recer ante la Inspección Tributaria, sin que tampoco
hubiese puesto en su conocimiento oportunamente la
firma de las actas. Respecto del primer defecto alegado,
la Sala entendió que no era determinante de la ineficacia
de la providencia de apremio, al reunir el acto admi-
nistrativo todos los requisitos para alcanzar su fin y no
provocar indefensión, tanto más cuanto que la notifi-
cación se efectuó correctamente en la persona del repre-
sentante del recurrente, aun cuando figurara un número

de domicilio fiscal erróneo en la providencia. Y con rela-
ción a la segunda cuestión mencionada, señala la Sala
que el recurrente había designado voluntariamente a la
persona que firmó el acta de conformidad con fecha
de 7 de abril de 1987 como representante para que
actuase en su nombre ante la Inspección de los Tributos,
no exigiéndose un especial apoderamiento para recibir
la notificación de la providencia de apremio y siendo
ajeno a la Administración Tributaria el incumplimiento
por el representante de la obligación de informar a su
mandatario.

d) Estando en fase de conclusiones el recurso núm.
3054/95, al recurrente le fue notificada con fecha de
11 de abril de 1997 la Sentencia de 3 de abril de 1997,
dictada por la misma Sala y Sección, por la que se esti-
maba su recurso núm. 1996/94, interpuesto contra
Resolución de 15 de abril de 1994 del Tribunal Eco-
nómico-Administrativo Regional de Madrid, con preten-
sión y alegaciones sustancialmente idénticas a las for-
muladas en el recurso núm. 3054/95, desestimado por
la Sentencia que se recurre en amparo: se trata en ambos
casos de impugnaciones de providencias de apremio
sobre descubiertos de liquidaciones derivadas del
Impuesto sobre la renta de las personas físicas, si bien
referidas a ejercicios diferentes (en el caso del recurso
núm. 1996/94, a los años 1981 a 1983, y en el caso
del recurso núm. 3054/95, al año 1984); y en ambos
recursos el demandante alegó la existencia de error en
el número del domicilio fiscal y que la persona que firmó
las actas de conformidad de las que derivan las pro-
videncias de apremio (la misma persona en todos los
casos) no ostentaba la representación del recurrente
a tal efecto, ya que solo estaba autorizado para com-
parecer ante la Inspección Tributaria, por lo que no es
válida la notificación de la providencia de apremio. La
Sentencia de 3 de abril de 1997 estimó la pretensión
del recurrente, al entender que no podía quedar obligado
por la actuación de la persona considerada como repre-
sentante, porque en el impreso para conferir la repre-
sentación no figura el alcance de la misma ni la firma
del poderdante. El recurrente aportó copia de la referida
Sentencia al órgano judicial con fecha 17 de abril de
1997, siendo la Sentencia incorporada a las actuaciones
del recurso núm. 3054/95.

3. Denuncia el demandante de amparo la lesión de
su derecho a la igualdad en la aplicación de la Ley, con-
sagrado en el art. 14 CE, porque la Sección Quinta de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid ha dictado Sentencias
contradictorias en supuestos sustancialmente idénticos,
sin que exista motivación alguna en la Sentencia impug-
nada que justifique un cambio de criterio razonado y
no arbitrario frente a la solución sentada para el mismo
recurrente en la Sentencia recaída en el recurso
núm. 1996/94.

4. Por escrito registrado en este Tribunal con
fecha 30 de abril de 1999, el demandante solicitó la
suspensión cautelar de la ejecución de la Sentencia
recurrida en amparo, de conformidad con lo dispuesto
en el art. 56 LOTC.

5. Mediante sendas providencias de 12 de julio
de 1999, la Sección Primera de este Tribunal acordó
la admisión a trámite de la demanda, con requerimiento
a la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
de envío de las actuaciones del recurso núm. 3054/95
en plazo de diez días y emplazamiento en el mismo tér-
mino de quienes fueron parte en el mencionado pro-
cedimiento, así como la formación de pieza separada
de suspensión, concediendo plazo de tres días al Minis-
terio Fiscal y al demandante de amparo para que for-
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mulasen alegaciones en relación con la suspensión
interesada.

6. Por Auto 238/1999, de 11 de octubre, la Sala
Primera acordó denegar la suspensión de la ejecución
de la Sentencia impugnada.

7. Mediante diligencia de ordenación del Secretario
de Justicia de la Sala Primera de 11 de octubre de 1999,
se tuvo por recibido el testimonio de actuaciones del
recurso núm. 3054/94 remitido por la Sección Quinta
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid y por personado al Abo-
gado del Estado en la representación que legalmente
ostenta; asimismo se acordó, de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 52 LOTC, dar vista de las actuaciones
por plazo común de veinte días al recurrente en amparo,
al Ministerio Fiscal y al Abogado del Estado, para que
dentro de dicho plazo pudiesen formular alegaciones.

8. El recurrente en amparo presentó su escrito de
alegaciones con fecha 5 de noviembre de 1999, repro-
duciendo las formuladas en el escrito de demanda.

9. El Abogado del Estado presentó sus alegaciones
con fecha 3 de noviembre de 1999, interesando la deses-
timación de la demanda de amparo. Sostiene el Abogado
del Estado que no concurren en el presente supuesto
los requisitos exigidos por la doctrina del Tribunal Cons-
titucional para apreciar que la Sentencia recurrida haya
vulnerado el derecho a la igualdad en la aplicación de
la Ley (art. 14 CE), citando a título de ejemplo las SSTC
188/1998 y 25/1999. En opinión del Abogado del Esta-
do, no existe identidad sustancial en los supuestos con-
trastados, pues la Sentencia de 3 de abril de 1997 (re-
curso núm. 1996/94), asienta su ratio decidendi en que
la representación no puede considerarse válidamente
conferida por la falta de firma del poderdante, mientras
que en la Sentencia recurrida se considera que el
recurrente estuvo debidamente representado; estamos,
pues, ante hechos probados diferentes, no revisables
en esta sede, de conformidad con lo dispuesto en el
art. 44.1.b LOTC. Pero es que, aunque a efectos mera-
mente dialécticos —continúa argumentando el Abogado
del Estado— se admitiese que existe identidad sustancial
entre los casos en contraste, no cabe entender que se
haya producido un cambio de criterio inadvertido o arbi-
trario, ad casum o ad personam, ya que la Sentencia
recurrida contiene dos razonamientos perfectamente
fundados en Derecho y, por ende, generalizables, para
estimar válida y eficaz la actuación del representante
del sujeto pasivo: que éste se sirvió del representante
desde el comienzo de las actuaciones inspectoras sin
revocar el poder en ningún momento y que no es opo-
nible a la Administración Tributaria el incumplimiento
por el representante de la obligación de informar a su
mandatario.

10. El Ministerio Fiscal interesó el otorgamiento del
amparo solicitado mediante escrito que tuvo entrada en
este Tribunal el día 11 de noviembre de 1999. Sostiene
el Fiscal que efectivamente se ha producido la vulne-
ración del derecho a la igualdad en la aplicación de la
ley (art. 14 CE) en la Sentencia recurrida. La misma Sala
y Sección ha dictado Sentencias contradictorias en pro-
cedimientos sustancialmente idénticos (la única diferen-
cia es que se refieren a distintos ejercicios tributarios),
en los que el recurrente formuló las mismas alegaciones;
sin embargo, en la primera Sentencia, tras un porme-
norizado análisis de la cuestión planteada por el actor
sobre la invalidez de la actuación del representante, se
estima su recurso, mientras que en la Sentencia recurrida
se desestima el recurso, sin ninguna consideración a
la posible relevancia de las circunstancias fácticas ale-

gadas, no razonándose debidamente, por tanto, el cam-
bio de criterio.

11. Por providencia de 22 de noviembre de 2001,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el siguiente día 26 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Es objeto del presente recurso de amparo la
impugnación de la Sentencia dictada el 25 de febrero
de 1999 por la Sección Quinta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, que desestimó el recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 3054/95, interpuesto por el demandante
de amparo contra la Resolución del Tribunal Económi-
co-Administrativo Regional de Madrid de 6 de julio de
1995, desestimatoria, a su vez, de la reclamación for-
mulada por el recurrente frente a providencia de apremio
sobre descubierto de liquidación del Impuesto sobre la
renta de las personas físicas correspondiente al
año 1984.

En la demanda de amparo se imputa a aquella reso-
lución judicial la vulneración del derecho a la igualdad
en la aplicación de la Ley (art. 14 CE), al haberse apartado
el órgano judicial, sin justificación alguna para ello, del
criterio mantenido en su anterior Sentencia de 3 de abril
de 1997, en la que fue estimado un recurso del mismo
demandante (recurso núm. 1996/94), sustancialmente
idéntico al recurso núm. 3054/95 en el que se dictó
la Sentencia impugnada en el presente proceso cons-
titucional.

El Ministerio Fiscal interesa el otorgamiento del ampa-
ro, por entender que concurren los requisitos exigidos
por la doctrina del Tribunal Constitucional para estimar
que la Sentencia impugnada incurre en la denunciada
vulneración del derecho a la igualdad en la aplicación
de la Ley, toda vez que en esta Sentencia se ha producido
un cambio de criterio respecto al mantenido por la misma
Sala y Sección en la anterior Sentencia ofrecida como
término de comparación, en supuesto sustancialmente
idéntico, sin que el órgano judicial ofrezca razonamiento
que justifique el cambio de criterio.

Por su parte, el Abogado del Estado interesa la dene-
gación del amparo solicitado, por entender que no con-
curren en el presente asunto los requisitos exigidos por
la doctrina del Tribunal Constitucional para apreciar que
exista vulneración del derecho a la igualdad en la apli-
cación de la Ley, toda vez que no existe identidad sus-
tancial entre los supuestos resueltos por una y otra Sen-
tencia y que, aun en el caso de que se entendiese que
sí concurre esa identidad, no cabría hablar de cambio
de criterio injustificado en la Sentencia recurrida, aten-
diendo a los razonamientos que en la misma se contienen
para estimar válida la actuación del representante del
sujeto pasivo.

2. Planteada así la cuestión, procede rechazar de
entrada la alegada infracción del derecho a la igualdad
(art. 14 CE), en su vertiente de igualdad en la aplicación
de la Ley, pues, dejando a un lado si nos encontramos
o no ante un cambio de criterio injustificado y ad casum
por parte de la Sección Quinta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid en la Sentencia recurrida en amparo, lo cierto
es que la aplicación del principio de igualdad exige un
elemento de alteridad (SSTC 1/1997, de 13 de enero,
FJ 2; 150/1997, de 29 de septiembre, FJ 2; 64/2000,
de 13 de marzo, FJ 5; 111/2001, de 7 de mayo, FJ 4
y 162/2001, de 5 de julio, FJ 2), lo que no concurre
en el presente caso.

En efecto, el recurrente alega que en la Sentencia
ahora impugnada la Sección Quinta de la Sala de lo
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Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid ha resuelto el recurso contencioso-ad-
ministrativo de manera distinta a como lo había hecho
en Sentencia anterior en la que resolvió otro recurso
por él interpuesto, en el que se discutía la misma cuestión
litigiosa. Es evidente, por tanto, que el recurrente no
denuncia un trato desigual en relación con otra u otras
personas, sino respecto de sí mismo en otro recurso
anterior sobre pretensiones y presupuestos fácticos sus-
tancialmente idénticos, por lo que su queja incumple
el requisito de alteridad exigible a todo alegato relativo
a la vulneración del derecho a la igualdad de trato en
la aplicación de la ley, lo que conduce a rechazar la
existencia de lesión del art. 14 CE, de conformidad con
nuestra doctrina.

3. No obstante, el rechazo de esa concreta vulne-
ración no es obstáculo para que los motivos alegados
por el recurrente para fundamentar su recurso de amparo
contra la Sentencia impugnada podamos enjuiciarlos
desde la perspectiva de otro derecho fundamental, en
este caso el de tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE),
aunque el recurrente no lo cite expresamente. Este posi-
ble cambio de encuadramiento constitucional de las ale-
gaciones de la parte se corresponde con el criterio de
flexibilidad en la tutela de los derechos fundamentales,
según doctrina reiterada de este Tribunal (SSTC
167/1987, de 28 de octubre, FJ 1; 184/1992, de 16
de noviembre, FJ 2; 80/1994, de 14 de marzo, FJ 2;
99/2000, de 10 de abril, FJ 6; 111/2000, de 5 de
mayo, FJ 6; 19/2001, de 29 de enero, FJ 3; y 154/2001,
de 2 de julio, FJ 2, por todas).

Pues bien, enjuiciadas las alegaciones del recurrente
desde la perspectiva de la posible infracción por la Sen-
tencia recurrida de su derecho a obtener la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE), el examen del
supuesto planteado nos lleva a constatar los siguientes
extremos, según ha quedado reseñado en los antece-
dentes de la presente Sentencia:

a) El recurrente interpuso sendos recursos conten-
cioso-administrativos contra diversos descubiertos en las
liquidaciones del Impuesto sobre la renta de las personas
físicas, que se han sustanciado ambos ante la Sección
Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid: recurso núm.
1996/94, referido a liquidaciones de los ejercicios 1981
a 1983, y recurso núm. 3054/95, referido a liquidación
del ejercicio 1984. En ambos recursos el demandante
alegó la existencia de error en el domicilio fiscal y que
la persona que firmó las actas de conformidad de las
que derivan las providencias de apremio (la misma per-
sona en todos los casos) no ostentaba la representa-
ción del recurrente al efecto.

b) Por Sentencia de 3 de abril de 1997, la Sección
Quinta estimó el recurso núm. 1996/94, aceptando la
tesis de la ausencia de facultades de la persona que
firmó las actas de conformidad para obligar fiscalmente
al recurrente, porque no se delimitaba el ámbito del
poder en el impreso empleado para conferir la repre-
sentación y además dicha persona no puso en cono-
cimiento del recurrente el hecho de haber firmado las
actas. Como quiera que esta Sentencia le fue notificada
al recurrente estando el recurso núm. 3054/95 en perío-
do de conclusiones, puso la misma en conocimiento del
órgano judicial, siendo incorporada a las actuaciones de
este recurso.

c) La Sentencia de 25 de febrero de 1999, recurrida
en amparo, dictada por la misma Sala y Sección (la Sec-
ción era la misma, aunque hubieran cambiado dos de
los cinco Magistrados que la componen), desestima el
recurso núm. 3054/95, sin contener mención alguna
a la anterior Sentencia de 3 de abril de 1997, en la

que resolvió otro recurso del mismo demandante en
supuesto sustancialmente idéntico. Tampoco puede
apreciarse en la Sentencia recurrida en amparo la exis-
tencia de un razonamiento abstracto sobre la norma apli-
cable, con proyección generalizada y de futuro, que jus-
tifique la divergencia de pronunciamientos, pues la Sala
se limita a razonar que el recurrente había designado
voluntariamente a la persona que firmó el acta de con-
formidad como representante para que actuase en su
nombre ante la Inspección de los Tributos, no exigién-
dose un especial apoderamiento para recibir la notifi-
cación de la providencia de apremio y siendo ajeno a
la Administración Tributaria el incumplimiento por el
representante de la obligación de informar a su man-
dante.

4. Es doctrina reiterada de este Tribunal la de que
el derecho a la tutela judicial efectiva supone el de obte-
ner una decisión motivada sobre la pretensión deducida,
pero que el art. 24.1 CE no garantiza el acierto del órgano
judicial en cuanto a la solución del caso concreto. Tam-
bién se ha afirmado con reiteración que los errores paten-
tes o inexactitudes cometidos por los órganos judiciales
no deben producir efectos negativos en la esfera jurídica
del ciudadano (SSTC 172/1985, de 16 de diciembre,
190/1990, de 26 de noviembre, y 101/1992, de 25
de junio), a menos que aquéllos hubieran sido imputables
a la negligencia de la parte, pues, de ser así, se estaría
causando una lesión del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (SSTC 190/1990, de 26 de noviembre, 107/1987,
de 25 de junio). Por ello este tipo de situaciones han
de ser corregidas por este Tribunal a través de la vía
de amparo, puesto que dentro de este recurso tiene cabi-
da la corrección de «cualquier interpretación arbitraria
o totalmente infundada o que resulte de un error patente
con relevancia constitucional» (STC 55/1993, de 15 de
febrero, FJ 2).

Ahora bien, en el presente caso, al igual que en los
resueltos en nuestras SSTC 150/2001, de 2 de julio,
y 162/2001, de 5 de julio, no se trata de revisar la
interpretación y aplicación que de la legalidad ha hecho
la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
en la Sentencia recurrida, lo que no corresponde a este
Tribunal, ni siquiera su comparación con la hecha en
la Sentencia anterior que se aporta como término de
contraste. Tampoco se trata de corregir algún tipo de
error patente o de aplicar el canon de la manifiesta irra-
zonabilidad de las resoluciones judiciales, ya que la Sen-
tencia contra la que se dirige el recurso de amparo es
una resolución razonada, motivada y debidamente fun-
dada. El problema que en este caso se nos plantea, al
igual que en los resueltos en nuestras SSTC 150/2001,
de 2 de julio, y 162/2001, de 5 de julio, es el de una
resolución judicial que se aparta sin explicación alguna,
explícita o implícita, del criterio mantenido por el mismo
órgano judicial en supuestos anteriores sustancialmente
iguales, siendo la misma persona la que obtiene tales
resoluciones contrapuestas, sin que medie un razona-
miento que así lo justifique (SSTC 150/2001, FJ 4, y
162/2001, FJ 4).

Este Tribunal tiene declarado que la interdicción de
la arbitrariedad de los órganos públicos (art. 9.3 CE)
puede garantizarse a través del derecho a la tutela judi-
cial efectiva contenido en el art. 24.1 CE (SSTC
91/1990, de 23 de mayo, FJ 2; 81/1995, de 5 de
junio, FJ 4). El presente caso es uno de ellos y, al no
existir otro remedio jurisdiccional, el resultado arbitrario
producido debe ser eliminado a través de la vía de
amparo.

5. A fin de restablecer al demandante en la plenitud
de su derecho basta con disponer la retroacción de las
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actuaciones al momento inmediatamente anterior al de
dictar Sentencia, a fin de que por la propia Sección Quin-
ta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid se dicte, con ple-
nitud jurisdiccional, nueva Sentencia en el recurso con-
tencioso-administrativo núm. 3054/95 mediante la que
se satisfaga el derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 CE), de tal forma que la fundamen-
tación de la nueva Sentencia explique las razones por
las que se resuelve de modo diferente a como se hizo
en el caso anterior (recurso núm. 1996/94), a menos
que decida teniendo en cuenta lo resuelto en aquel
supuesto.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Francisco Soler
Valero y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.o Anular la Sentencia de 25 de febrero de 1999,
dictada por la Sección Quinta de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid en el recurso contencioso-administrativo núm.
3054/95.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior al de dictar Sentencia, para que la Sec-
ción Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid dicte nueva
Sentencia en los términos expresados en el fundamento
jurídico 5.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de noviembre de dos
mil uno.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo
García Manzano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia
Casas Baamonde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto Gar-
cía-Calvo y Montiel.—Firmado y rubricado.

24622 Sala Segunda. Sentencia 230/2001, de 26
de noviembre de 2001. Recurso de amparo
2628/99. Promovido por doña María Soledad
Villanueva Ruiz frente al Auto de la Sala Ter-
cera del Tribunal Supremo que inadmitió su
recurso de casación en un contencioso sobre
apertura de una oficina de farmacia.

Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (acceso a los recursos lega-
les): inadmisión de recurso de casación por
prepararlo sin acreditar que la infracción de
normas no autonómicas era determinante
(STC 181/2001).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera

y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2628/99, promovido
por doña María Soledad Villanueva Ruiz, representada
por la Procuradora de los Tribunales doña Teresa Pérez
Acosta y asistida por el Abogado don Nazario de Oleaga
Páramo, contra Auto dictado por la Sección Primera de
la Sala Tercera del Tribunal Supremo el 17 de mayo
de 1999 inadmitiendo recurso de casación (recurso núm.
4176/98). Han intervenido el Gobierno de la Comunidad
Autónoma del País Vasco, bajo la asistencia letrada de
doña Blanca E. Oroz Urzay, y el Ministerio Fiscal. Ha
sido Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives Antón,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 17 de junio de 1999 doña María Soledad Villanueva
Ruiz, bajo la representación procesal de la Procuradora
doña Teresa Pérez Acosta, interpuso demanda de ampa-
ro constitucional contra el Auto referido en el enca-
bezamiento.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son los siguientes:

a) Con fecha de 23 de enero de 1992 la ahora
recurrente en amparo solicitó ante el Colegio Oficial de
Farmacéuticos de Vizcaya la apertura de una nueva ofi-
cina de farmacia en el municipio de Getxo al amparo
del art. 3.1 b) del Real Decreto 909/1978, de 14 de
abril. Esta solicitud fue denegada por Acuerdo de 5 de
octubre de 1993 de la Junta de Gobierno del citado
colegio profesional.

b) Este acuerdo fue impugnado mediante el corres-
pondiente recurso administrativo, que fue finalmente
desestimado por Resolución de 3 de octubre de 1994
del Viceconsejero de Sanidad del Gobierno Vasco.

c) Finalizada la vía administrativa, la representación
procesal de doña María Soledad Villanueva Ruiz inter-
puso el pertinente recurso contencioso-administrativo,
que fue resuelto, desestimando las pretensiones de la
recurrente, por la Sentencia núm. 198/1998, de 27 de
febrero de 1998, de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco,
cuyo fallo declaraba ajustada a Derecho la referida reso-
lución del Viceconsejero de Sanidad.

d) Mediante escrito de 14 de abril de 1998 la
demandante preparó recurso de casación contra dicha
Sentencia, manifestando su intención de interponer
recurso, al amparo del art. 95 de la Ley de la Jurisdicción,
e indicando su procedencia «toda vez que se trata de
sentencia definitiva en Recurso Contencioso-Administra-
tivo de cuantía indeterminada y estar presentado el pre-
sente escrito dentro de los 10 días siguientes a la noti-
ficación de la Sentencia».

e) La Sala sentenciadora tuvo por preparado el
recurso mediante Auto de 17 de abril de ese mismo
año, en el que, además de emplazar a las partes para
que compareciesen ante la Sala Tercera del Tribunal
Supremo, señalaba, entre otras cosas, que «[E]n el pre-
sente caso la sentencia que se pretende recurrir en casa-
ción no es de las exceptuadas en el artículo 93 citado
y por otra parte el escrito ha sido presentado dentro
de plazo, cumpliendo los demás requisitos exigidos legal-
mente, por lo que procede tener por preparado el
recurso...».


